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Señor(a) 

JUEZ PRIMERO CIVIL MUNICIPAL DE SAN ANDRÉS, ISLA. 

E.    S.    D. 

 

Referencias:  

 

Asunto: RECURSO DE REPOSICIÓN – ART.318 CGP. 

Proceso: EJECUTIVO SINGULAR DE MINIMA CUANTÍA 

Demandante: INVERSIONES LEAL LUNA LTDA. 

Demandados:  JORGE LUIS GARCÍA RAMIREZ, INDIRA MARÍA HENRY 

PADILLA, JHAIR MONTIEL 

Radicado: 88001-4003-001-2021-00327(237 según oficio 1311 de 2021)-00 

 

Cordial saludo, 

 

RONALDIHNO GONZALEZ ESPAÑA, identificado con cédula de ciudadanía 

1.143.398.426 de Cartagena Bolívar, abogado en ejercicio portador de la tarjeta profesional 

341.146 del Consejo Superior de la Judicatura, en mi condición de apoderado judicial la 

señora INDIRA MARÍA HENRY PADILLA, mujer mayor de edad, domiciliada en esta 

ciudad, identificada con la cédula de ciudadanía 40.987.911, y con fundamento en el artículo 

318 del Código General del Proceso, presento recurso de reposición en contra del auto 

interlocutorio 1134-21 de 9 de diciembre de 2021, mediante el cual se resolvió: 

 
“PRIMERO. - LIBRAR MANDAMIENTO DE PAGO por la vía ejecutiva singular de mínima 

cuantía a cargo de los señores JORGE LUIS GARCÍA RAMÍREZ, INDIRA MARÍA HENRY 

PADILLA y JHAIR MONTIEL MARÍN y a favor de INVERSIONES LEAL LUNA LTDA, 

por la suma de DIECIOCHO MILLONES DE PESOS ($18.000.000), correspondientes a los 

cánones de arrendamiento de los meses comprendidos entre enero y junio de 2021 , en virtud 

del contrato de arrendamiento de un local comercial, suscrito entre las partes el catorce (14) de 

noviembre de 2020, así como por los intereses moratorios causados sobre cada uno de los 

cánones que constituyen el capital anterior, liquidados a la tasa máxima legal permitida por la 

Superintendencia Financiera de Colombia, desde el sexto día del correspondiente mes, y hasta 

que se verifique su pago. SEGUNDO. - ORDÉNESE a los ejecutados, señores JORGE LUIS 

GARCÍA RAMÍREZ, INDIRA MARÍA HENRY PADILLA y JHAIR MONTIEL MARÍN 

que cumplan la obligación de pagar al acreedor, esto es, a la Sociedad INVERSIONES LEAL 

LUNA LTDA., en el término de cinco (05) días, conforme a la orden de pago contenida en el 

numeral primero de la parte resolutiva de este proveído. TERCERO. – NIÉGUESE el 

mandamiento ejecutivo por concepto de cláusula penal, conforme lo expuesto en a la parte 

motiva de este proveído. CUARTO. - NOTIFÍQUESE el presente proveído a los ejecutados, 

señores JORGE LUIS GARCÍA RAMÍREZ, INDIRA MARÍA HENRY PADILLA y JHAIR 

MONTIEL MARÍN, para lo cual la parte interesada deberá remitir las piezas procesales 

correspondientes, conforme lo disponen los artículos 6 y 8 del Decreto Legislativo 806 de 2020, 

en consonancia con el artículo 291 del C.G. P., en lo que le sea pertinente”. 

 

FRENTE A LOS HECHOS 

 

Atendiendo a lo anterior, me permito emitir un pronunciamiento sobre cada uno se los hechos 

de la demanda, así: 

 

1. Primer hecho: Es parcialmente cierto, puesto que entre las partes señaladas sí se 

suscribió el referido contrato de arrendamiento, sin embargo, no es cierto que este aun 

exista jurídicamente. 

2. Segundo hecho: Es cierto. 
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3. Tercer hecho: No le consta a mi poderdante la existencia o no de valores adeudados 

con ocasión del contrato de arrendamiento objeto de discusión. 

4. Cuarto hecho: Es cierto que en la cláusula novena del contrato de arrendamiento se 

estipuló una clausula penal, sin embargo a la fecha su exigencia no es compatible con el 

proceso ejecutivo adelantado. 

5. Quinto hecho: No le consta a mi poderdante la existencia o no de valores adeudados 

con ocasión del contrato de arrendamiento objeto de discusión. 

6. Sexto hecho: Es parcialmente cierto ya que, sí se encuentra vencido el término de 

ejecución del contrato pero no le consta a mi poderdante la existencia o no de valores 

adeudados con ocasión del contrato de arrendamiento. 

7. Séptimo hecho: Según lo manifestado por mi poderdante, no es cierto que se haya 

dirigido reclamación formal para exigir pago de sumas de dinero en su contra y no le 

consta que se haya hecho respecto del deudor principal. 

8. Octavo hecho: No es cierto, toda vez que las presuntas obligaciones generadas del 

contrato no son exigibles a la fecha ya que con el ejercicio de la demanda ejecutiva de 

la referencia, se han vulnerado el debido proceso y el principio de legalidad respecto 

de lo contenido en el contrato mismo.  Lo anterior, puesto que no se encuentran 

acreditado el agotamiento de las condiciones establecida en la cláusula vigesimoquinta 

del contrato. 

 

SOLICITUDES 

 

Solicito a su despacho previo los trámites correspondientes, se acceda a lo siguiente: 

 

- PRIMERO: DECLARAR LA NULIDAD de la notificación personal efectuada 

frente a mi poderdante Indira María Henry Padilla y en consecuencia, 

 

- SEGUNDO: REPONER EL AUTO INTERLOCUTORIO 1134-21 de 9 de 

diciembre de 2021 a través del cual se dispuso librar mandamiento de pago. 

 

- TERCERO: LEVANTAR a la mayor brevedad posible las medidas cautelares que se 

hayan ordenado con ocasión de este proceso ejecutivo hasta tanto se resuelva de 

fondo este recurso. 

 

FUNDAMENTOS Y RAZONES DE DERECHO 

 

- De la indebida notificación del mandamiento de pago. 

 

Su señoría, siendo en apariencia extemporánea la presentación del recurso de reposición, 

debemos indicarle las razones por las que no se agotó en debida forma la notificación del 

proceso ejecutivo de la referencia, vulnerando así los derechos al debido proceso, defensa y 

contradicción de la señora Indira Henry Padilla. 

 

Recordemos en primer lugar que el mandamiento de pago debe ser notificado 

personalmente por parte del ejecutante interesado en los términos del artículo 291 del 

código general del proceso, considerando además las disposiciones previstas en el Decreto 

806 de 2020. 

 

Particularmente,  sobre las notificaciones personales el inciso 2, artículo 8 del Decreto 806 

de 2020 ha dispuesto de manera expresa que:  
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“El interesado afirmará bajo la gravedad del juramento, que se entenderá prestado con la 

petición, que la dirección electrónica o sitio suministrado corresponde al utilizado por la 
persona a notificar, informará la forma como la obtuvo y allegará las evidencias 

correspondientes, particularmente las comunicaciones remitidas a la persona por 

notificar.” 

 

Ahora bien, el demandante para efectos de notificaciones personales hacia la señor Indira 

María Henry Padilla, suministró el correo electrónico orlandomelor@hotmail.com, dirección 

que no corresponde a la suya sino como tal a la de la persona jurídica donde, si bien es socia, 

no ejerce actos de representación sobre ella y mucho menos tiene acceso a su bandeja, 

siendo la correcta y única dispuesta por su parte la siguiente: indyhenry25@hotmail.com. 

 

En ese orden de ideas, al no surtirse en debida forma la notificación personal respecto de mi 

representada, es necesario que se considere como nula hasta este momento, en la cual se 

entiende notificada por conducta concluyente en los términos previstos por el artículo 301 

del Código General del Proceso. 

 

De la discrepancia entre información contemplada en el auto 1134-21 de 9 de diciembre de 

2021 y el Oficio 1311 de 2021. 

 

En este punto se desea manifestar que solo fue mediante el Oficio 1311 de 2021 que la 

señora Indira María Henry Padilla se dio por enterada del proceso que cursa ante su 

despacho, documento donde se señala como número de radicado del proceso el 88001-

4003-001-2021-00237-00. Mediante esta identificación del proceso, se intentó consultar 

sobre el mismo en la página web de la rama judicial sin obtener resultado exitoso. 

 

Me indica mi poderdante que fue necesario revisar uno a uno todos los estados judiciales del 

Juzgado Primero Civil Municipal de San Andrés desde el mes de diciembre a enero para 

poder encontrar que el mismo no coincidía con la información contenida en el auto 

mediante el cual se dispuso librar mandamiento ejecutivo. 

 

Esta situación impidió que la señora India María Henry Padilla ejerciera en debida y 

oportuna forma su derecho de defensa y contradicción. Es una falla que pudo ser 

involuntaria, pero que ha afectado el eficaz ejercicio su derecho a la defensa. 

 

En un reciente fallo de tutela en el que se ampara el derecho al debido proceso, la Corte 

Suprema de Justicia explica que la Ley 270 de 1996, en su artículo 95, establece que se debe 

propender por la incorporación de tecnología de avanzada al servicio de la administración de 

justicia y autoriza a juzgados, tribunales y corporaciones para utilizar cualquier medio técnico, 

electrónico, informático y telemático con el objetivo de cumplir sus funciones. 

 

Así mismo, el artículo 103 del Código General del Proceso consagró como postulado central 

la virtualidad, al decir que en todas las actuaciones judiciales deberá procurarse el uso de las 

tecnologías de la información y las comunicaciones, con los propósitos de facilitar y agilizar el 

acceso a la justicia y ampliar su cobertura. 

 

Por otro lado, el Código General del Proceso señala el papel de los recursos electrónicos con 

el propósito de simplificar el acceso de las partes, abogados y terceros al juicio en que 

participan, así como el de quienes no teniendo esas calidades quieran conocer el contenido 

de las audiencias, entendiendo el acceso no estrictamente como el acercamiento físico al 

estrado, sino como cualquier forma que garantice la interacción entre sujetos procesales y 

juzgador. 

 

En cuanto al régimen de notificación de los autos y sentencias, no han sido ajenos al uso de 

las tecnologías y, por esta razón, el ordenamiento jurídico prevé la supresión de estados 
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tradicionales, esto es, la que se hace en la secretaría de las dependencias judiciales, a partir de 

los estados electrónicos. 

 

Dice la norma que la publicación debe contener la determinación de cada proceso por su 

clase, la indicación de los nombres del demandante y del demandado, la fecha de la 

providencia, la fecha del estado y la firma del secretario. 

 

Así pues, la Sala Civil precisó que no se exige puntualizar el sentido de la decisión que se 

notifica y ello puede obedecer a varias razones, entre otras porque si se trata de estados 

físicos “le incumbe al interesado revisar el dossier para conocer el texto del proveído, lo cual 

no presenta mayores dificultades en vista que en el lugar donde visualizó la publicación 

(secretaría) también se halla el expediente físico”. 

 

De ahí que el inconveniente surge cuando se cuente con los recursos técnicos y los estados se 

publican por mensajes de datos, pues si el legislador los autoriza como medio de notificación 

significa que es válido que las partes den por enterados de la idea principal de las 

providencias dictadas fuera de audiencia, sin necesidad de acudir directamente a la secretaría 

del despacho. 

 

Siendo así, no podríamos entonces entender como surtido eficazmente un conocimiento 

electrónico de la providencia si esta no contiene de manera certera la información que la 

identifique, además de convertirse esto en una barrera para el acceso a esta. 

 

No obstante, cuando de error judicial se trata, tal y como ocurrió en el caso concreto objeto 

de estudio, si lo expresado en el estado no concuerda con lo definido por el juez y producto 

de dicho error el interesado sufre alguna lesión importante del derecho al debido proceso, 

en palabras de la Corte, “mal se haría en imputarle las resultas negativas de tal equivocación 

cuando actuó motivado por la confianza legítima que generó la información publicada”. 

 

Sobre el punto, “se ha dicho que las consecuencias del error judicial no pueden afectar 

negativamente en la parte procesal que lo padece, hasta el punto de perder la oportunidad de 

defenderse por haber conformado su conducta procesal a los informes procedentes del 

despacho judicial; claro es que los errores judiciales se deben corregir, pero no a costa del 

sacrificio del legítimo derecho de defensa y menos de la buena fe puesta en los actos de las 

autoridades judiciales”, agregó. 

 

Entonces, la corporación, con ponencia del magistrado Octavio Augusto Tejeiro, concluyó 

que cuando, excepcionalmente, se presenta discordancia entre el contenido de la providencia 

y lo expresado en el estado, esto es, cuando una cosa se decida y otra distinta sea la que se 

notifique no es conveniente realizar un ejercicio de ponderación para establecer cuál 

«información» predomina. 

 

Lo anterior porque esa labor conlleva reconocer que los dos supuestos equiparados son 

aceptables, lo cual, precisamente, no sucede cuando la información insertada en el estado es 

errónea. Lo deseable, aclara, es la completa conformidad entre el contenido de la 

providencia y el de la información que mediante el estado se brinda a las partes, razón por la 

cual deben los despachos judiciales siempre hacer un esfuerzo por lograr la coincidencia 

informativa. 
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En resumen, en el estado electrónico es propicio incluir la idea central y veraz de la decisión 

que se notifica y en caso de que presente yerros trascendentes en relación con lo proveído el 

tema deberá ventilarse por conducto de la nulidad procesal, si se cumplen los presupuestos 

de tal institución (M.P. Octavio Augusto Tejeiro). 

 

Así las cosas, nuestra solicitud de encamina precisamente no en dilatar las actuaciones 

surtidas, sino en subsanar aquellas circunstancias que han dado origen a que la señora Indira 

María Henry Padilla no haya podido ejercer su derecho de defensa y contradicción en 

debida forma, dado que no coincide la identificación del Oficio que a ella se le dio a conocer 

con la verdadera numeración asignada al proceso. 

 

Imposibilidad de aplicar la medida de embargo por no haber sido ordenada. 

 

Sobre el particular, quiero hacer énfasis en uno del principio que rige la actuación judicial, es 

el de congruencia, el cual debo decir de forma muy respetuosa, que considero vulnerado 

porque de la lectura del Oficio 1311 dirigido a la gobernación departamental se observa lo 

siguiente:  

 

“(…) dando cumplimiento a lo resuelto por este Despacho en auto que calenda 9 de 

diciembre de 2021, me permito comunicarle que dentro del proceso seguido por (…) 

contra (…) este Despacho judicial (sic) DECRETESE el embargo y secuestro del crédito 

o cualquier otro derecho semejante del cual será beneficiaria, acreedora o titular la 

ejecutada INDIRA MARIA HENRY PADILLA (…)”  

 

Para constancia del plenario, queda claro que, contrario a lo señalado en el Oficio 1311-21, 

en el auto de 9 de diciembre de 2021 nada se dispuso en cuanto a medidas de embargo y/o 

secuestro de créditos o derechos en favor de mi poderdante, por lo que dicho carecería de 

sustento jurídico al no concordar lo allí dispuesto con el contenido de la providencia 

mediante la cual se dispuso librar mandamiento de pago, razón por la cual se solicita que en 

forma inmediata se proceda a levantar la misma. 

 

Del no agotamiento de los requisitos exigidos para reclamar judicialmente. 

 

En este punto lo primero que haremos será remitirnos expresamente a la cláusula vigésima 

quinta del contrato, aquella donde se señaló de manera expresa que: 

 

“CLAUSULA COMPROMISORIA.- Las partes convienen que en el evento en que 

surja alguna diferencia entre las mismas, por razón o con ocasión del presente contrato, 

serán sometidas subsidiariamente a los mecanismos alternativos de solución de 

conflictos en este orden: 

1. AMIGABLE COMPOSICION. 

2. CONCILIACIÓN (…) 

3. ARBITRAMENTO (…)” 

 

En ese orden, mi poderdante manifiesta que en ningún momento se le ha puesto en 

conocimiento de solicitud alguna con el propósito de llevar a cabo una amigable composición,  

conciliación o sometimiento del proceso a árbitros, por lo que no nos explicamos cómo dentro 

del estudio de admisibilidad de la demanda ejecutiva no se descartó de plano el libramiento 

del mandamiento ejecutivo, cuando a todas luces tenemos que de no agotarse en su orden los 

mecanismos alternativos planteados, no procedería tal acción ejecutiva. 
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De lo anterior no arriba conclusión distinta a la de considerar que el contrato en sí mismo y 

hasta esta oportunidad, no reúne los requisitos para considerarse como título ejecutivo, pues la 

obligación no se torna exigible sino hasta que se acredite el fracaso de los mecanismo 

señalados en la cláusula vigesimoquinta del contrato de arrendamiento de la referencia. 

  

De la necesidad de limitar el monto del embargo – Madre cabeza de hogar. 

 

Su señoría, de manera subsidiaria y en caso de considerar algo distinto a lo planteado por el 

suscrito, se requiere que tome en cuenta que la señora Indira María Henry Padilla es una 

madre cabeza de hogar, encargada del cuidado de su madre viuda y sus dos hijas, una de ellas 

aun cursando estudios de universidad. 

  

9. MEDIOS DE PRUEBA 

 

Solicito al despacho se tenga como medios de prueba para acreditar todas las situaciones 

antes planteadas, los siguientes: 

 

9.1. DOCUMENTALES: 

 

9.1.1. Oficio 1311-21 donde se observa la inconsistencia en la identificación del proceso 

9.1.2. Captura de pantalla de los estados de diciembre de 2021 donde se encuentra que el 

número del proceso es 00327 y no el 00237. 

9.1.3. Registros civiles de nacimiento de sus dos hijas. 

9.1.4. Recibo de pago de matrícula Anggy Lucía. 

 

10. ANEXOS 

10.1.1. Los documentos relacionados en el acápite de pruebas. 

10.1.2. Poder para actuar. 

 

11. NOTIFICACIONES 

 

11.1. Demandante:  

11.2. En la forma por él indicada con la demanda. 

 

11.3. Demandado: 

 

11.4. El suscrito abogado en la dirección electrónica: ronaldge204@outlook.com, celular 

312 469 3484 

 

11.5. Mi poderdante: indyhenry25@hotmail.com – Celular: 3167571433 

 

Atentamente, 

 
RONALDIHNO GONZALEZ ESPAÑA 

C.C. 1.143.398.426 

T.P.A. 341.146 del C.S. de la J 
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